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GRAVE HORA PARA CHILE 

Nuestro país vive una crisis institucional frente a la cual abunda el desconcierto y la creación de 

expectativas decadentes en torno al alcance y posibilidades de las realizaciones sociales y 

económicas que Chile necesita.  Los anuncios presidenciales formulados hace pocos días, sobre la 

base del informe de la Comisión Contra la Corrupción, no han logrado, aparentemente, producir un 

vuelco en la situación de expectativas y han más bien contribuido a profundizar la desconfianza 

sobre nuestra clase dirigente.  El país esperaba algunos anuncios más drásticos y específicos sobre 

el caso de las personas –funcionarios de alto nivel y parlamentarios- que han estado involucradas 

en acusaciones y acciones judiciales.  También esperaba que se hubiese puesto fin al nepotismo que 

se ha denunciado insistentemente como algo perjudicial y, asimismo, medidas orientadas a volver 

a una actividad política de mayor inspiración republicana.  Los anuncios formulados, por el contrario, 

han postulado proyectos de ley a ser enviados al parlamento luego de su diseño en las propias 

esferas de gobierno, junto al inicio de un proceso constituyente.  Pero el problema es que tanto el 

parlamento como distintas instancias de gobierno están bajo una significativa objeción ciudadana, 

poniendo en riesgo la trascendencia y credibilidad de las resoluciones. 

El anuncio de cambio de Gabinete formulado recientemente por la Presidenta introduce un factor 

muy positivo como señal de esperanza hacia la ciudadanía en términos de corregir rumbos en 

aspectos políticos y sectoriales esenciales.  Muchos asuntos de gobierno han sido manejados de 

manera poco apropiada por algunas autoridades ministeriales, mientras otras iniciativas han sido o 

diseñadas con fallas evidentes o bien comunicadas poco apropiadamente a la ciudadanía.  Esto sin 

excluir las debilidades en el manejo político y en las relaciones con el parlamento y los Partidos.  

Bien hará la Presidenta en introducir cambios en su equipo de gobierno porque eso dará una señal 

muy importante hacia la ciudadanía y permitirá abrir un nuevo horizonte para las otras medidas 

anunciadas que están a la espera de una definición en lo específico.  Sin embargo, es de esperar que 

junto al cambio en nombres para ocupar los cargos ministeriales, exista también una clara 

especificación de prioridades y tareas bajo las respectivas responsabilidades, para así evitar agendas 

personales o descoordinadas que profundizan el sentimiento de escepticismo que se ha hecho 

generalizado en perjuicio del sistema democrático y representativo. 

La crisis actual es profunda y alcanza a los fundamentos políticos de nuestra institucionalidad.  Los 

partidos políticos requieren una severa reingeniería, que debe comenzar por transparentar su 

membrecía, y proyectarse luego a su gobernanza interna y al financiamiento que debe cambiar 

radicalmente desde la esfera privada hacia el dominio público.  Esto último requerirá reglas y 

transparencia muy estricta, a lo cual nuestro mundo político no se ha habituado pero que, 

enfrentado a la casi nula credibilidad  que los partidos tienen en la ciudadanía, deberá 

inevitablemente recorrer el camino difícil de un cambio profundo para mostrar un nuevo rostro y 

una renovada actitud.  También requerirá que los partidos vuelvan a ser centros de pensamiento y 

propuestas, no sólo artilugios electorales como en la actualidad, para así volver a dar a la política la 

inspiración republicana que caracterizó sus mejores momentos en la historia de Chile.  Junto con lo 

anterior, debe imponerse límite al gasto electoral y el requerimiento de centrar la propaganda en 

las propuestas, y no tanto en las imágenes y en un desmedido gasto medial.  Del mismo modo, se 



debe poner límites a las reelecciones de Parlamentarios, CORES y autoridades Municipales, lo cual 

es esencial para restaurar el rol de la autoridad en cuanto a buscar solución a  los problemas y no 

privilegiar aquello que pueda redundar en su posible reelección.  Naturalmente, ningún personero 

con procesos en curso o condenas puede seguir ejerciendo cargos de representación pública ni 

nominación como autoridad designada.  Es decir, hay un cúmulo de medidas que la ciudadanía 

recibiría con gran expectación en el camino de restaurar una política al servicio del país, con sentido 

republicano y con efectiva vocación de servicio.  Los anuncios formulados han mencionado estos 

temas, pero su forma de hacerlos hechos concretos está aún en discusión, especialmente si los 

actores a cargo de su puesta en marcha están en medio de los cuestionamientos que tanto duelen 

a la Nación. 

El actual escenario de persistentes denuncias, desmentidos, aclaraciones, e insistencia en que se 

falta a la verdad, ha creado un clima muy adverso para la autoridad.  La desconfianza y el descrédito 

han marcado la marcha de estos días, cuando por “goteos” van apareciendo nuevas situaciones y la 

credibilidad del gobierno y del parlamento se encuentra en niveles preocupantes para el destino de 

la república.  El virtual “desplome” del gabinete en las últimas encuestas de opinión, la mantención 

del parlamento con un nivel de desaprobación que bordea el 80%, una confianza en los partidos 

políticos que no es más de un 3%, y la mantención de un alto nivel de desaprobación de la propia 

autoridad presidencial, marcan esta crisis que no tiene parangón en la historia política reciente del 

Chile democrático.  Haría bien la autoridad en exigir a parlamentarios y autoridades de gobierno, 

tanto central como local, que transparenten todo aquello que pueda ser visto como financiamiento 

irregular.  Nada causa más daño que nuevas acusaciones y evidencias, en un mar de especulaciones 

y, muchas veces, de injustas acusaciones, pero que igualmente enturbian la marcha del país y del 

gobierno.  Aquí es fundamental el liderazgo presidencial para exigir a los equipos en el gobierno y a 

los políticos en general, que den un paso decisivo en cuanto a poner término a la oleada de 

presuntos escándalos asociados a la indebida relación entre negocios y política. 

Todo lo anteriormente mencionado representa un fundamental reto para la Presidenta de la 

República, poniendo a prueba su liderazgo y las condiciones de conductora con las cuales se le eligió 

para la primera Magistratura del país.  Ello requiere pasos ordenadores en muchos frentes, 

particularmente en la coalición de partidos que la respalda, donde debe radicar una seria 

responsabilidad por la continuidad en un programa de reformas comprometido.  Aunque el mismo 

no haya sido nunca totalmente especificado como programa en lo específico, los lineamientos 

otorgados por la primera mandataria han sido suficientemente claros para requerir de los actores 

políticos consecuencia con los temas consultados como prioritarios. 

Es poco presentable ante el país que, mientras la primera autoridad emplea esfuerzos por 

normalizar la situación política a raíz de denuncias y evidencias que conmueven a la Nación, el 

Parlamento, en forma transversal, apruebe medidas para limitar el campo de acción de los Fiscales 

en materia de faltas tributarias.  Eso no se lee bien del punto de vista de una ciudadanía inquieta y 

sospechosa. Asimismo, el país echa de menos un debate en el propio parlamento, como habría 

ocurrido décadas atrás, sobre la situación vigente y la expresión de responsabilidad que debe 

emanar del mundo político frente a lo que estamos viviendo.  Por el contrario, la ciudadanía observa 

que a la Presidenta se le deja sola enfrentando los problemas y que el mundo político continua como 

si no existieran las severas acusaciones sobre muchos de sus actores.   La necesidad de un orden 

que haga consecuente los anuncios presidenciales con la actitud y reforma del mundo político, es 



necesario para salir de esta crisis con visión de futuro, por un país que debe seguir afirmando su 

senda de desarrollo. 

La Presidenta también mencionó la necesidad de iniciar un proceso de revisión constitucional.  Hace 

mucho tiempo que se ha venido insistiendo en la necesidad de revisar y actualizar nuestra 

Constitución Política.  Quizás el momento ha sido mal elegido para dar inicio a esta tarea porque se 

vincula un tema coyuntural asociado a malas prácticas, con un tema de reglas permanentes que 

tienen que ver con el diseño de la carta Fundamental.  Indudablemente, es ésta una tarea que se 

debe impulsar con extrema cautela, pero con la decisión de una visión inspirada en los grandes 

ideales republicanos.  Haría bien la presidenta en explicitar los mecanismos que se pondrán en 

marcha para llevar a cabo este proceso, y la forma en que los mismos se harán congruentes con el 

cambio que se busca en el Gabinete y en el propio Parlamento sujeto a nuevas reglas y condiciones. 

Tema delicado que, mezclado con el actual ambiente prevaleciente en el país, puede ser fuente de 

nuevas grandes dificultades por las expectativas y desconfianzas que genera.  Nuevamente aquí, el 

lineamiento que debe ofrecer la primera autoridad de la Nación es muy importante para restringir 

las interpretaciones superficiales y acallar las voces que anuncian mayores enfrentamientos 

producto de los diferentes países que distintos actores tienen en mente. 

Chile vive un grave momento.  Debe haber una conducción que oriente con firmeza los pasos 

necesarios para salir adelante con decisión y compromiso por el Chile de paz y progreso que 

debemos dejar a nuestros hijos. 


